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Presentación
Sonia Calaza López 
(Catedrática de Derecho procesal. Decana de la Facultad de Derecho, UNED)
Ixusko Ordeñana Gezuraga 
(Catedrático (A) de Derecho procesal, UPV/EHU)

 La Jurisdicción civil: pura dogmática y vital experienciapráctica
La Jurisdicción civil es pura dogmática: aquí comienzan y terminan todas las enseñanzas tradicionales y actuales sobre las que se asienta la experiencia vital práctica del Derecho procesal. Aquí están las instituciones clásicas: la Jurisdicción, la acción, el proceso, la legitimación, el litisconsorcio, la litispendencia, la cosa juzgada, la relevancia constitucional, la ejecución. Aquí están también las figuras modernas: los MASC, el procedimiento testigo o los novedosos (y ojalá expeditivos) juicios verbales con sentencias orales. Pero la Jurisdicción civil no es sólo pura dogmática, sino también vital experiencia práctica porque sin el trayecto procedimental (arquitectónicamente cimentado sobre una resistente base dogmática): jamás podrían resolverse los conflictos jurídicos, ni reconocerse (judicialmente) las situaciones jurídicas precisadas de intervención jurisdiccional. En esta obra se da la mano todo el Derecho procesal, que no es sino el arte de la transformación cotidiana del injusto en justo.
Lo cierto es que la mayor parte de las obras que se presentan, comienzan con la misma retórica; la siguiente: Nos complace presentar un estudio como este en el que grandes expertos académicos asientan los cimientos del conocimiento de una disciplina, como esta —¡como la nuestra!— que permite hacer realidad el Derecho cuando resulta inobservado, despreciado o peor aún: vilipendiado. Y nosotros también queremos presentar esta obra con una similar manifestación de satisfacción; pero es de justicia reconocer que esta obra no es como las demás. Esta es la obra por excelencia de nuestro tiempo porque aquí está todo: No es una obra de una materia específica; ni siquiera otra de paso (y conjunto) hacia estudios posteriores de mayor calado: No. Esta es la obra por excelencia de nuestro tiempo. Y nos atrevemos a dejar por escrito semejante consideración porque no hay otra, hasta el momento, con semejante magnitud temática a cargo de tantísimo talento procesal. Al igual que los grandes montañeros precisan, para considerar que han culminado con éxito su ruta, escalar (cueste lo que cueste) hasta llegar al pico más alto de cada cordillera: igualmente nosotros, alpinistas aquí y ahora de la Jurisdicción civil, hemos alcanzado una altura suficiente, con esta obra, para mirar a lo lejos (desde esta elevada posición que nos otorga la mejor perspectiva) y verlo todo con la distancia del conocimiento integrado; que no de pequeños y aislados retales del saber.
Esta obra, única en España hasta el momento —y realizada en el marco del Proyecto I+D+i de generación de conocimiento y fortalecimiento científico y tecnológico, «Claves de una Justicia resiliente en plena transformación» (IP. Sonia Calaza), del Ministerio de Ciencia e Innovación, con REF PID2024-155197OB-I00 y de la Red de investigación: «Alianzas estratégicas de la Justicia: Educación, Igualdad e Inclusividad» (RED2024-153961-T), coordinada por Sonia Calaza, Programa Estatal de Transferencia y Colaboración del Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades, Plan Estatal de Investigación Científica, Técnica y de Innovación 2024-2027— sale en paralelo a otra gran obra, con la que comparte temática para ofrecer, a los lectores, una completa visión de nuestra Jurisdicción civil, tanto contenciosa —de la que nos ocupamos aquí—, como voluntaria: se trata del Tratado de Jurisdicción Voluntaria, dirigida por Sonia Calaza López e Ixusko Ordeñana Gezuraga, Ed. Aranzadi LALEY, ISBN 978-84-9090-852-5 (papel) y 978-84-9090-853-2 (digital), 2026.
En este primer volumen de nuestro Tratado de Jurisdicción civil —Presupuestos procesales de la tutela judicial efectiva y de defensa: Jurisdicción. Competencia. Partes procesales. Acumulación de acciones y procesos. Abstención y recusación— se aborda el estudio dogmático —aderezado de una oportuna analítica práctica— primero, de todos y cada uno de los presupuestos procesales que integran nuestra arquitectura procedimental; y después, de algunas herramientas procesales indispensables para dotar de la debida fluidez y economía al tráfico jurídico procesal.
Del puntual establecimiento de los presupuestos procesales depende, como se sabe, nada menos que la correcta instauración de la pretensión civil —en su modalidad actora y defensiva—; razón por la que estos presupuestos deben ser analizados, de forma estratégica, antes —incluso— de lanzarse a la aventura procesal con la interposición de los actos de postulación que a cada parte corresponden: demanda y contestación a la demanda (con posible reconvención).
En esta obra imprescindible se aborda el concepto, naturaleza, contenido, alcance, límites y proyecciones de todos y cada uno de los cruciales presupuestos procesales que deben sostener —a modo de auténticos bloques de hormigón— el proceso civil. Pasemos a mencionarlos —en esta presentación— de forma telegráfica:
La Jurisdicción es un concepto integrador (como poder, como potestad, como función) de una multiplicidad de manifestaciones o proyecciones interrelacionadas y orientadas, —todas ellas a cargo de Jueces y Juezas & Magistrados y Magistradas conforme a un procedimiento legal, público, transparente, garantista y eficaz— de un lado, a la resolución definitiva de conflictos jurídicos, así como a su posterior ejecución; y, de otro, a la homologación, supervisión o amparo de situaciones o relaciones jurídicas, precisadas de intervención judicial, en garantía de derechos legalmente reconocidos. La Jurisdicción se identifica, en primer término, con el Poder Judicial, por tratarse, en efecto, del tercer Poder del Estado, considerado «el más alto», por fiscalizar al resto; poder autónomo y ajeno a cualesquiera interferencias de los otros dos Poderes (Ejecutivo y Legislativo). La Jurisdicción ha de identificarse, a su vez, con la potestad jurisdiccional, pues a los Jueces y Juezas & Magistrados y Magistradas corresponde, en régimen de exclusividad, esta potestad, que se concreta en «juzgar y hacer ejecutar lo juzgado». Ha de observarse que el ejercicio de la potestad jurisdiccional, como proyección profesional y humana, ha de predicarse de todos y cada uno de los profesionales que integran concretamente el Poder Judicial y no, desde luego, de una abstracción tal como la Jurisdicción, entendida como Poder, ni tampoco de su propio órgano de gobierno, el CGPJ. Finalmente, la Jurisdicción integra en su núcleo duro, la propia función jurisdiccional, atribuida en exclusiva a sus Jueces y Juezas & Magistrados y Magistradas, y ejercida a través del único instrumento legalmente establecido para la resolución estatal de conflictos: el proceso judicial. Esta concepción de la Jurisdicción, más humilde, modesta y cercana, hace referencia a su efectiva finalidad: de tutela de los derechos subjetivos e intereses legítimos, de control normativo y, en su caso, de creación jurisprudencial del Derecho, lo que debe conectarse con una vertiente de servicio público, pues no cabe duda alguna respecto de la relevante prestación estatal que lo/s Jueces/zas y Tribunales, ofrecen a los ciudadanos cuando otorgan fundada respuesta a sus conflictos, a través de los procesos judiciales en todos los órdenes jurisdiccionales.
El fundamento de la Jurisdicción reside, esencialmente, en la realización de un valor superior del ordenamiento jurídico: la Justicia alcanzada merced al reconocimiento de los derechos subjetivos y al control de las normas jurídicas; así como, en elementales razones de seguridad, y por supuesto, de (imprescindible) sustento del orden público y mantenimiento de la paz social.
Una vez confirmado que la controversia deba solventarse ante la Jurisdicción —y descartada la asunción, cuando fuere posible, de mecanismos complementarios o alternativos (en definitiva: extrajudiciales)—, al tiempo que fijada, desde este incipiente momento, la más precisa determinación de la concreta Jurisdicción a la que corresponda su específico conocimiento —así: la ordinaria por no encontrarse en la discordia los elementos legalmente exigidos para derivarlo a la militar; la de un concreto orden jurisdiccional: civil, pongamos por caso, dado que la naturaleza de la controversia es privada; y, al fin, la española por así corresponderle con arreglo a las normas procesales internacionales o internas— debe procederse a examinar, a renglón seguido, la competencia, entendiendo por tal la concreción del exacto órgano jurisdiccional que está llamado a conocer de aquel conflicto dentro de cada orden jurisdiccional (civil, penal, contencioso-administrativo, social o laboral y militar), y ello (ahora) por razón del objeto y de los sujetos; de la función; y del territorio.
La atribución de la competencia se realiza, como se sabe, en función de estos tres criterios: por razón del objeto y, en su caso, del sujeto sometido a juicio: competencia objetiva; por razón de la función que está llamado a desempeñar, el Juez o Tribunal, en cada fase del procedimiento: competencia funcional; y al fin, por razón del territorio en el que se suscita el conflicto: competencia territorial.
Las partes procesales son quienes ejercitan los derechos de acción y de defensa, esto es, las que pretenden y frente a las que se pretende la satisfacción de una pretensión, por tratarse de los sujetos directamente implicados en la relación jurídico-procesal sometida a juicio y extenderse a ellas, en consecuencia, los efectos directos de la sentencia. Serán consideradas partes legítimas, según la LEC, quienes comparezcan y actúen en juicio como titulares de la relación jurídica u objeto litigioso.
La cualidad de parte procesal se adquiere cuando el litigante se incorpora al proceso, sea en una posición activa o pasiva, pues a partir de ese preciso momento queda integrado como parte formal en la relación jurídico-procesal, con independencia de que este mismo sujeto conforme o no, a su vez, como parte material, la relación jurídico-material. Las partes procesales habrán de acreditar, para constituir válidamente el proceso, el debido cumplimiento de un trípode identificador de sus imprescindibles capacidades: así, además de la capacidad para ser parte (equiparable a aptitud para ser titular de derechos, cargas y obligaciones procesales) y de la capacidad procesal (equiparable a la aptitud para comparecer, intervenir e interactuar, de modo activo, en el proceso): habrán de justificar una tercera cualificación, la capacidad de postulación o imprescindible intervención —en la mayor parte de procesos de nuestro ecosistema civil— de Abogado (asistencia letrada) y Procurador (representación procesal). De cada una de estas tres imprescindibles capacidades de las partes, se ocupan —con todo rigor— un destacado número de excelentes procesalistas.
La ampliación del objeto procesal podrá afrontarse —como se sabe— por tres vías: primera, la ampliación de la demanda; segunda, la reconvención; y tercera, la acumulación de acciones y de procesos. La primera de las herramientas procesales dispuestas por la LEC para afrontar la «ampliación del objeto procesal», la denominada «ampliación de la demanda», consiste, en esencia, en la adición, por parte del demandante, de nuevas pretensiones a la demanda ya entablada, siempre que el demandado todavía no hubiere contestado a esta demanda y, además, se cumplan tanto los presupuestos procesales —momento procesal oportuno, competencia y procedimiento adecuado— como los requisitos materiales —conexidad y prejudicialidad— legalmente establecidos para la «acumulación de acciones». La segunda posibilidad procesal de ampliación del objeto procesal, la «reconvención», se ofrece al demandado y consiste en la interposición de una nueva y distinta pretensión, durante el proceso pendiente, por parte de este demandado originario —ahora convertido en actor reconvencional— frente al demandante inicial —ahora transformado en demandado reconvenido—, con una transfusión de cometidos en el proceso contradictorio, pues ambas partes —actor y demandado— ostentarán, a partir de este crucial momento, una dualidad de roles o papeles: de un lado, el de actor o demandante principal, autor de la pretensión originaria incorporada a la demanda inicial y actor o demandante reconvencional, titular de la pretensión sobrevenida integrada en la demanda reconvencional, y de demandado primero o iniciático, frente a la referida pretensión originaria incorporada a la demanda principal, y demandado reconvenido, frente a la pretensión subsiguiente integrada al proceso, en la aludida demanda reconvencional, en un momento posterior. La viabilidad de la reconvención depende, lógicamente, del cumplimiento de los requisitos materiales —conexión entre las pretensiones— y procesales —competencia objetiva y procedimiento adecuado— legalmente establecidos, así como de su incorporación al proceso en el momento y lugar procesal oportuno, que lo será, en plena fase de alegaciones, a renglón seguido de la «contestación a la demanda».
De estas dos figuras procesales destinadas a la ampliación del objeto procesal —la propia ampliación de la demanda y la reconvención— nos ocuparemos, con mayor detalle, en el volumen correspondiente, razón por la que, una vez mencionada su existencia y virtualidad en el proceso pendiente, en esta parte de nuestro Tratado de Jurisdicción civil, se analizará la tercera herramienta procesal: la de ampliación del objeto del proceso a través de la acumulación de acciones y de procesos.
Como se sabe: el proceso civil podrá entablarse y afrontar todo su recorrido procedimental, a elección del actor, con un único objeto procesal o con varios. Al fenómeno de la ampliación del objeto procesal mediante la adición o suma de pretensiones homogéneas se refiere la LEC con el término «acumulación», que puede ser de dos tipos: «acumulación de acciones», consistente en la agrupación originaria —yuxtapuesta o subsidiaria— de pretensiones y «acumulación de procesos» referida a la anexión sobrevenida de dos o más procesos.
Sin perjuicio de las particularidades individuales de cada una de estas opciones procesales —acumulación de acciones o acumulación de procesos— la finalidad es común: tramitar en un mismo procedimiento y ventilar en una única sentencia una pluralidad de objetos procesales. El evidenciable propósito de esta herramienta procesal —la «acumulación»— es doble: de un lado, la economía procesal y material; de otro, la seguridad jurídica. La posibilidad de encauzar en un mismo y único procedimiento una pluralidad de objetos procesales comportará grandes beneficios, tanto para los justiciables como para la propia Administración de Justicia y hasta para la sociedad. En este sentido, los protagonistas del proceso —en particular, el actor principal y el reconvencional, autores de las pretensiones constitutivas que integran el «objeto litigioso»— podrán afrontar una inversión de tiempo, esfuerzo y dinero conjunta para dilucidar un número de pretensiones, que, de otro modo, hubieran debido encauzar a través de una multiplicidad de procesos, con el consiguiente derroche de costas, gastos y empeño, pareja a la desestabilizante merma de la energía supuesta ante la dispersión procedimental y sus inevitables «tiempos de espera». Pero no sólo los justiciables se ven beneficiados por esta «acumulación de objetos», sino también el propio órgano judicial y hasta la sociedad en general, pues la concentración, en lo posible, de variadas pretensiones, en un mismo y único proceso, favorecerá la eficiencia, la celeridad, el conocimiento global del conflicto, la unidad argumental y la amplitud de la respuesta, lo que redundará, no cabe duda, tanto en una minoración de la litigiosidad —ante la unificación de sus procedimientos—, como en una descongestión de la Justicia —la agilización supuesta por la tramitación conjunta dejará un mayor tiempo y espacio al resto de procedimientos—, que favorecerá, a buen seguro, la tan necesaria pacificación social.
Pero además de esta elemental finalidad de economía procesal —supuesta por la mayor simplificación, celeridad y concentración de la unidad procedimental— y material —inversión menor en coste económico: un mismo Abogado y Procurador encauzará, en unidad de acto, todas las diversas pretensiones en una misma demanda—, que persigue el instrumento de la «acumulación», existe otro transcendente objetivo a alcanzar: la seguridad jurídica. La tramitación —en un mismo procedimiento— y resolución —en una única sentencia— de una multiplicidad de pretensiones favorece el tratamiento judicial unitario, coherente, armónico y completo de un conflicto jurídico global, que alcanzará, de una sola vez, y sin el trasiego de una perniciosa dispersión procedimental, la solución única y, de ser posible, última, con la consiguiente optimización de los recursos —un solo procedimiento ha permitido ventilar más de un objeto procesal—, calidad de las resoluciones —la interpretación y aplicación conjunta de la norma gozará de mayor alcance y calidad técnica que la sesgada, parcializada o separada, incluso descontextualizada— y sobre todo, seguridad jurídica: la solución conjunta, por un mismo órgano judicial, en un único procedimiento, evitará la indeseable emisión de sentencias incoherentes, incompatibles o, peor aún, contradictorias.
Sin perjuicio, como hemos dicho, de que estas son las finalidades esenciales de toda ampliación del objeto, operada a través de la herramienta de la «acumulación», lo cierto es que cada uno de sus tipos —de acciones y de procesos— ofrece singularidades propias, merecedoras de un tratamiento separado, que serán objeto de profundo estudio en esta obra.
Queremos —finalmente— agradecer, de forma muy sincera y sentida, a toda/os la/os autora/es de esta obra única en España —Tratado de Jurisdicción civil— el tiempo, inteligencia y talento invertidos. De forma acompasada a esta triple inversión (de los autores), también manifestamos, ahora respecto de la/os lectora/es, un triple deseo: primero, que disfruten mucho de su estudio; segundo, que contribuya a enriquecer su formación (cultura) jurídica; y, al fin: tercero, que mejore (en lo posible) tanto la deontología, como la calidad práctica de su día a día. Quién tenga la fortuna de tener esta obra en su biblioteca: procesalmente hablando…¡Nunca estará solo!
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 1.  Principios procesales estructurales de un Estado democrático de Derecho
El proceso civil (encomendado al Poder Judicial) —legal, público y garantista, al tiempo que escrupulosamente respetuoso con los derechos fundamentales y libertades públicas de las personas físicas y jurídicas— es una de las grandes conquistas democráticas de la historia de la humanidad. La génesis, desarrollo y consolidación de nuestra moderna Justicia civil asienta sus raíces más profundas en (consagrados) principios —entre otros: legalidad; igualdad de armas procesales; imparcialidad (asociada a la independencia); publicidad (conectada con oralidad); inmediación (relacionada con imprescindible presencia judicial); libre valoración probatoria (referida a la práctica totalidad de mecanismos de «averiguación» de la única realidad de los hechos); doble instancia (o control dual de las resoluciones judiciales ante la inevitable falibilidad humana) y no bis in idem (o imposibilidad de enjuiciar a una persona física o jurídica en más de una ocasión por los mismos hechos)—; siendo estos principios tan vertebradores —nucleares, estructurales— de nuestro Sistema de Justicia civil, que si llegasen a faltar o a fallar (incluso, a desdibujarse, diluirse o desmerecerse), entonces, ni siquiera podría sostenerse, en verdad, la misma existencia de un «proceso civil democrático».
El principio de legalidad es el eje de rotación de la Justicia española —en todos y cada uno de sus órdenes jurisdiccionales: civil, penal, administrativa, social y militar—; y ello es así por cuanto el ejercicio de la acción —tutela judicial efectiva— y, en su reverso, de la defensa —o reacción—, se orienta a la resolución, a cargo del Tercer Poder del Estado (el Poder Judicial), del conflicto mediante la aplicación de la Ley sustantiva tras la celebración de un proceso —con todas sus fases procedimentales— rigurosamente informado —esto es: regulado— por la Ley procesal —ahora, la Ley de Enjuiciamiento Civil—.
Como puede colegirse, ninguna acción (civil) ni reacción (defensiva) —procesales ambas— es espontánea, azarosa o improvisada, sino todo lo contrario: tanto el trayecto procedimental por el que discurren estas pretensiones —actora/s y defensiva/s (equiparado, desde antiguo, con las «vías del tren»)— como el destino final del proceso civil (identificado, por contraste, con el propio «tren»): la sentencia, han de ampararse en la (exigente) aplicación de la Ley, de la que nuestros Jueces y Juezas & Magistrados y Magistradas no podrán apartarse en ningún momento (ni en el trayecto procedimental o «vías del tren» ni en el destino final de ese «tren» que es el proceso: la sentencia con el juicio favorable o adverso), por ser una (razonable) exigencia constitucional (artículo 117.1 de la Constitución Española, en adelante CE): «La Justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del Poder Judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley».
El denominado «principio de igualdad de armas» constituye una proyección procesal —por proclamarse, aquí y ahora, en el marco del proceso judicial— del principio general de igualdad consagrado en el (famoso) artículo 14 de la CE: «Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social». Así, este principio constitucional (general) admite tantas vertientes o variables (particulares) cuantos sean los ámbitos (sociales, jurídicos, procesales) en que debe proyectarse; en nuestro caso, el «principio de igualdad de armas» —lejos de concebirse como una igualdad de «municiones bélicas» (que es lo que inicialmente sugiere esta expresión)— implica —en verdad— una (igualitaria) equiparación de «armas procesales», esto es, de derechos, posibilidades y/o oportunidades procesales; de donde se infiere, en un sentido positivo, que las dos partes de todo proceso (del orden jurisdiccional que sea) —parte actora y parte defensiva— tendrán exactamente (i) los mismos derechos esenciales: (i.1) derecho a la tutela judicial efectiva (o derecho de acción) y en coherente correlación (i.2) derecho de defensa («las dos caras de una misma moneda procesal») con su peculiar ecuación axiomática consistente, según la Ley Orgánica 5/2024, de 11 de noviembre, del Derecho de Defensa, en que «sin tutela judicial efectiva no es posible una defensa real y sin una defensa efectiva es inviable el ejercicio de una real tutela judicial efectiva»; (ii) las idénticas posibilidades de (libre) ejercicio de los restantes derechos procesales originarios (contenidos ahora en el artículo 24.2 de la CE); (ii.1) derecho al juez ordinario predeterminado por la ley; (ii.2) derecho a la asistencia de letrado; (ii.3) derecho a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías; (ii.4) derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes; y (iii) exactas oportunidades de ejercicio de las proyecciones (o derechos derivados) de los anteriores derechos constitucionales procesales de naturaleza fundamental: entre otros: (iii.1) derecho de información; (iii.2) derecho a examinar las actuaciones con la debida antelación; (iii.3) derecho a la interpretación y a la traducción gratuitas; y (iii.4) derecho a actuar en el proceso de acuerdo con lo dispuesto en la ley, que se concreta en un (idéntico para ambas partes) derecho de alegación y prueba, así como de motivación y congruencia de las resoluciones judiciales; y, por supuesto, de impugnación cuando fueren perjudiciales. Todos estos derechos —como mínimo— corresponden a ambas partes en pie de igualdad, sin que una de ellas pueda disfrutar de más derechos, oportunidades o posibilidades procesales que la otra, pues ello comportaría un (injusto) predominio de una (parte) sobre la otra, inadmisible en un Estado democrático de Derecho.
El principio de imparcialidad —íntimamente conectado con el (imprescindible) atributo de la «independencia», predicable (siempre y en todo caso) de nuestros Jueces y Juezas & Magistrados y Magistradas— implica que el/la juzgador/a no debe mantener (ni haber mantenido en un espacio de tiempo reciente) la más mínima (estrecha) relación, ni con el objeto litigioso ni con el/los sujeto/s concretamente enjuiciado/s; por cuanto en tales casos su actuación podría verse comprometida por la falta de una imprescindible objetividad, neutralidad, distancia y/o desapego. Para evitar esta (intolerable) conexión (emocional) del/de la juzgador/a con el objeto y/o el/los sujetos enjuiciado/s, y con ello, minorar el riesgo de su (posible) falta de imparcialidad, se han regulado una serie de radicales inhibidores de esa (previsible) frecuencia emocional, como lo son las causas de abstención (propia: detectadas por el propio Juez o Jueza & Magistrado o Magistrada) y de recusación (ajenas: denunciadas por la/s parte/s a la/s que perjudica/n), que —de prosperar— les inhabilitan para conocer de esa causa con la que su (imprescindible) imparcialidad pueda estar en riesgo.
El principio de publicidad supone que los procesos —en general— y los procesos penales —por razón de su mayor injerencia social, en particular— serán —prioritariamente— públicos. La CE establece esta publicidad en forma de derecho fundamental: así, el artículo 24.2 de la CE reconoce, explícitamente, «el derecho a un proceso público sin dilaciones indebidas». Pero este «derecho a un proceso público» —cuyo fundamento ha de asentarse en la (deseable) transparencia de la actuación judicial— no es —ni puede ser— absoluto, por cuanto colisiona con otros derechos esenciales. De ahí que el mismo texto legal que otorga —a la publicidad procesal— naturaleza de derecho (incluso, fundamental), —nada menos que la CE— venga a reconocer, avanzado el articulado: (i) la existencia de excepciones: «Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento» (artículo 120.1 CE); y después (ii) la «preferencia de la oralidad» (casi siempre conectada con la publicidad): «El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal» (artículo 120.2 CE).
El principio de inmediación impone —pura y simplemente— que, en cualquier proceso judicial, naturalmente también en el civil, el Juez o Jueza y Magistrado o Magistrada llamado/a a dictar sentencia ha de ser el/la mismo/a que el/la que debe presenciar —con la referida inmediación: esto es, ante su persona, de forma directa y sin intermediación alguna— la práctica de la prueba de cargo considerada suficiente (de forma individual o en su conjunto) para desvirtuar la presunción de inocencia. Y la razón de ser no es solo la que afecta a la finalidad última de la prueba: la de conocer la única realidad de los hechos con la debida interacción directa e inmediata; sino también a la de todo su trayecto probatorio, puesto que antes de llegar a la trascendente conclusión —la condena o absolución— ese/a mismo/a Juez/a habrá de verificar un triple test de legalidad, pertinencia y utilidad de la prueba, en un marco de licitud, contradicción y concentración. Así, el Juez o Magistrado con jurisdicción y competencia para conocer de una determinada causa es el único —por razón del cumplimiento del principio de inmediación— que puede, a su vez: (i) autorizar o no la práctica de la prueba con base en tres elementos: (i.1) legalidad y licitud: la prueba practicada está regulada en la Ley y se ha obtenido sin vulneración de derechos fundamentales; (i.2) pertinencia: la prueba propuesta guarda relación con los hechos que se pretenden verificar; y (i.3) utilidad: la prueba propuesta es, además, útil, es decir, amplía información acerca de la verosimilitud o realidad de dichos hechos; (ii) supervisar (con aceptación o no) la cadena de custodia de esa prueba (o aseguramiento de su «mismidad», entendiendo por tal: la certeza de que la prueba custodiada es la misma, exactamente la misma —sin la más mínima manipulación ni edulcoración— que la que, posteriormente, será objeto de valoración judicial); y al término (iii) dictar la sentencia (de condena o absolución) con base —precisamente— en esa prueba. Y todo ello, como es lógico, en un horizonte procesal seguro, no solo de (i) legalidad o comprensión de dicha prueba entre las legalmente reguladas, sino también de (ii) contradicción o posibilidad de que ambas partes puedan —con todo dinamismo— exponer (razonar) y rebatir (en directo) la luz arrojada por la práctica de dicha prueba, de (iii) publicidad (y oralidad) o necesaria práctica de la prueba en presencia —como mínimo— de las partes a las que (sea previsible que) pueda perjudicar; y (iv) concentración o conveniencia de la práctica de toda la prueba afectante a un mismo proceso de forma concentrada, esto es, sin (perniciosos) saltos en el tiempo (o injustificadas interrupciones) y, por tanto, en el menor espacio temporal posible, con la finalidad de favorecer (con mayor éxito de comprensión memorística conjunta) la valoración judicial conjunta —y no aislada— de dicha prueba.
El principio de libre valoración probatoria implica que el Juez o Jueza & Magistrado o Magistrada autorizado/a para valorar la prueba, en el proceso, podrá hacerlo conforme a una total libertad interpretativa, sin verse (ni mínimamente) constreñido por los designios marcados por una ley (que, de existir, le obligase a valorarla en un sentido determinado). La práctica totalidad de pruebas se rigen por este principio de libre (que no arbitraria) valoración probatoria y ello comporta que el/la Juez/a ofrecerá un razonamiento probatorio amparado en las denominadas «reglas de la sana crítica», en su «buen saber y entender» y/o en sus «máximas de experiencia». Sin embargo, la prueba documental —como única excepción al conjunto de pruebas legalmente reguladas— se rige por su contrario: ahora denominado «principio de prueba tasada», consistente en que los documentos públicos (esto es, los firmados por fedatarios públicos; por ejemplo: los notarios) y los documentos privados (cuando no hubieren sido impugnados) —a diferencia del resto de pruebas que integran nuestro ecosistema procesal— causan prueba plena y, por tanto, no podrán ser desautorizados, negados ni ninguneados por el juez, que en estos casos sí estará constreñido por el dictado de la norma.
El principio de doble instancia implica que las resoluciones dictadas en primera instancia —sean de condena, sean de absolución— merecen una segunda revisión judicial de su contenido a cargo de un tribunal distinto y superior al que ha dictado esa primera sentencia; por cuanto esta posibilidad —de que un tribunal vuelva a conocer— reduce las probabilidades de error judicial —no se olvide que los Jueces y Juezas & Magistrados y Magistradas son humanos/as y, por tanto, falibles— al tiempo que, en esa misma proporción probabilística, maximiza las posibilidades de acierto en la justicia de la segunda resolución. El principio de la doble instancia garantiza, por tanto, que toda sentencia dictada en primera instancia gozará de una revisión (a través del conocido «recurso de apelación»), ya en la segunda instancia —de ahí el término: «doble instancia»— y ello como una proyección natural del derecho de acción y, en su reverso, del derecho de defensa, pues el conocimiento —de una misma causa— por dos órganos jurisdiccionales distintos ofrece —como se ha dicho— una mayor garantía de acierto indispensable en nuestro vigente sistema democrático de Justicia.
El principio ne bis in idem supone que, una vez dictada una primera resolución judicial —de condena o absolución— frente a una determinada persona —física o jurídica— por unos concretos hechos, no podrá volver a incoarse un segundo proceso. El principio ne bis in idem es una manifestación negativa de la denominada «fuerza de cosa juzgada» de las sentencias definitivas que ponen fin a la instancia. Ha de observarse que estas sentencias pueden ser objeto (si así lo desean quienes se sientan «agraviados» por su contenido) de un «doble enjuiciamiento» a cargo de dos órganos judiciales distintos. Por tanto, y en síntesis, ante la resolución judicial cabe adoptar alguna de estas posturas: (i) interponer un recurso de apelación, en la denominada «segunda instancia», frente a la sentencia desfavorable: en este caso hemos de hablar de «fuerza de cosa juzgada formal»: quiere esto decir que la sentencia podrá revertirse por esta vía —la del recurso— pero no por la de un nuevo (y distinto) proceso judicial, puesto que —como puede comprenderse— esa primera instancia ya está agotada (fuerza de cosa juzgada formal) y la única posibilidad de rebatir el contenido de lo allí resuelto será a través del recurso, pero jamás de la (imposible) reiteración de esa primera instancia; o (ii) aceptar la resolución —tal cual ha sido dictada— y dejar pasar (inútilmente) el plazo para interponer el recurso (sin llegar a interponerlo) o encontrarse ante una resolución (por lo avanzado del sistema) ya irrecurrible (puesto que la legislación ya no arbitra más recursos frente a esa respuesta judicial): en ambos casos ha de advertirse ya la denominada «fuerza de cosa juzgada material», consistente en la (más radical) imposibilidad de revertir el contenido de esa resolución, ni por vía de un nuevo proceso (pues ya existe una primera sentencia con fuerza de cosa juzgada formal, que es el antecedente cronológico necesario de la material), ni tampoco por vía de recurso (pues, como se ve, ha concluido el plazo para ello o es irrecurrible).
En consecuencia, el principio ne bis in idem o efecto negativo de la cosa juzgada introduce, en nuestro sistema democrático de Justicia, las dos siguientes imbricaciones: (i) la imposibilidad de entablar un segundo proceso frente a una misma persona —física o jurídica— por unos hechos idénticos a los ya enjuiciados (fuerza de «cosa juzgada formal»); y (ii) la imposibilidad de interponer un recurso frente a la sentencia (y, por tanto, de revertir su contenido), bien porque el plazo para interponerlo ha concluido, bien porque la legislación ya no prevé recurso alguno frente a ese tipo de resoluciones (fuerza de «cosa juzgada material»).
2.  Aplicación en el tiempo de las normas procesales civiles
La eficacia de las Leyes comienza al tiempo de su vigencia en un tiempo y en un lugar determinados. Veamos, muy brevemente, cuál es ese «tiempo» en este epígrafe y cuál es ese «lugar» en el siguiente.
Las leyes entrarán en vigor, según el artículo 2 del Código Civil, a los veinte días de su completa publicación en el «BOE», si en ellas no se dispone otra cosa. Esta premisa general se establece sin perjuicio de otra prioritaria, relativa a que se establezca otro plazo distinto en las disposiciones de Derecho transitorio de la ley nueva. Este fue —entre tantos otros— el caso, a modo de ejemplo, de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero, cuya entrada en vigor se produjo un año después, concretamente: el 8 de enero de 2001.
La existencia de un lapso temporal desde la publicación de la norma y el surgimiento de su vigencia resulta imprescindible —en algunos casos— para que los distintos profesionales del derecho dispongan de un razonable margen de tiempo para conocerla y estudiarla, antes de aplicarla. De ahí que el plazo general sea de 20 días desde la publicación en el BOE, pero el Legislador pueda establecer otro distinto en función de la dificultad de cada concreta norma.
El artículo 2 de la Ley de Enjuiciamiento civil establece que «los asuntos que correspondan a los Tribunales civiles se sustanciarán siempre por éstos con arreglo a las normas procesales vigentes, que nunca serán retroactivas». Ello comporta que la correcta elección de la Ley procesal conforme a un factor temporal ha de contraerse a la que se encuentre vigente en el exacto momento en que principia el proceso y no a aquel otro en que se suscitó el conflicto que originó ese mismo proceso. Así, pues, con carácter general, el tiempo en que se genera el conflicto —el tiempo del Derecho material— no influye en aquél otro tiempo —el tiempo del Derecho procesal— en que los particulares, afectados por ese conflicto deciden iniciar un proceso, que habrá de canalizarse por la Ley vigente al tiempo de su tramitación, y tan sólo modificarse cuando, durante su pendencia, se modifique esta Ley procesal, debiendo en tal caso proseguir conforme a la nueva norma procesal, desde su vigencia, sin que pierdan validez, como es lógico, las actuaciones celebradas durante la vigencia de la norma procesal anterior.
La CE reconoce, en su artículo 9.3, el principio de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales. Esto significa, en Derecho procesal, que si la nueva norma, aprobada durante la pendencia del proceso, puede acarrear un perjuicio, por razón de su nuevo diseño procedimental (acaso más lesivo para una o algunas de las partes), entonces el Juez o Jueza podrá arbitrar alguna de estas tres soluciones: (i) continuar aplicando la Ley derogada hasta el término (en estricta aplicación del principio constitucional); (ii) continuar aplicando la Ley derogada hasta la conclusión de una de las fases procedimentales, así por ejemplo, hasta la conclusión de la instancia, con reconducción a la nueva para los recursos que, en su caso, sigan a esa instancia; o, finalmente (iii) aplicar la Ley nueva desde el mismo momento de su entrada en vigor por estimar que su regulación no comporta restricción de derechos, ni perjuicio alguno para ninguna de las partes procesales.
3.  Aplicación en el espacio de las normas procesales civiles: Ámbito territorial
El Derecho procesal es siempre de ámbito nacional, pues razones de unidad, coherencia y seguridad jurídica imponen que los procesos celebrados en España sean iguales en su tramitación para los distintos justiciables, con independencia del lugar dentro de nuestra geografía donde se celebren. Los procesos civiles que se sigan en el territorio nacional se regirán, conforme indica el artículo 3 de la LEC, únicamente por las normas procesales españolas, sin perjuicio de lo establecido en los Tratados y Convenios internacionales al efecto.
El criterio esencial de atribución legal de la Jurisdicción en el orden civil es exclusivo y excluyente, quedando formulado en el artículo 22 de la LOPJ, de la siguiente manera: Con carácter exclusivo, los Tribunales españoles serán competentes en todo caso y con preferencia de cualquier otro, para conocer de las pretensiones relativas a las siguientes materias:
	1)  Derechos reales y arrendamientos de bienes inmuebles que se hallen en España.
	2)  Constitución, validez, nulidad o disolución de sociedades o personas jurídicas que tengan su domicilio en territorio español.
	3)  Validez o nulidad de las inscripciones practicadas en un registro español
	4)  Inscripción o validez de patentes, marcas, diseños o dibujos y modelos, y otros derechos sometidos a depósito o registro, cuando se hubiera solicitado o efectuado en España el depósito o el registro.
	5)  Reconocimiento y ejecución en territorio español de sentencias y demás resoluciones judiciales, decisiones arbitrales y acuerdos de mediación dictados en el extranjero.

Asimismo, la LOPJ diseña un segundo criterio, en su artículo 22 bis, de atribución de la jurisdicción en el orden civil en función de la voluntaria sumisión expresa —pacto escrito, verbal con confirmación escrita o efectuado por medio electrónico que conste en registro duradero, por el que las partes deciden atribuir a los Tribunales españoles el conocimiento de determinadas controversias— o sumisión tácita —recuérdese: se infiere del libre actuar de las partes, así como de la simple y mera comparecencia— de las partes, siempre que a ello no obste la asunción de un criterio imperativo interno o internacional. Finalmente, en defecto de fuero legal o de sumisión convencional, el artículo 22 ter de la LOPJ establece el del domicilio o residencia habitual en España del demandado. En defecto de los fueros anteriores, la LOPJ establece, en su artículo 22 quater, una serie de fueros especiales que atribuyen la Jurisdicción a nuestros Tribunales españoles, entre otros supuestos, en los siguientes:
	1)  En materia de declaración de ausencia o fallecimiento, cuando el desaparecido hubiera tenido su último domicilio en territorio español o tuviera nacionalidad española.
	2)  En materia relacionada con la capacidad de las personas y las medidas de protección de las personas mayores de edad o de sus bienes, cuando estos tuviesen su residencia habitual en España.
	3)  En materia de relaciones personales y patrimoniales entre cónyuges, nulidad matrimonial, separación y divorcio y sus modificaciones, siempre que ningún otro Tribunal extranjero tenga competencia, cuando ambos cónyuges posean residencia habitual en España al tiempo de la interposición de la demanda o cuando hayan tenido en España su última residencia habitual y uno de ellos resida allí, o cuando España sea la residencia habitual del demandado.
	4)  En materia de filiación y de relaciones paternofiliales, protección de menores y de responsabilidad parental, cuando el hijo o menor tenga su residencia habitual en España al tiempo de la interposición de la demanda o el demandante sea español o resida habitualmente en España o, en todo caso, al menos desde seis meses antes de la presentación de la demanda.
	5)  En materia de adopción, en los supuestos de adopción internacional.
	6)  En materia de alimentos, cuando el acreedor o el demandado de los mismos tenga su residencia habitual en España.
	7)  En materia de sucesiones, cuando el causante hubiera tenido su última residencia habitual en España o cuando los bienes se encuentren en España y el causante fuera español en el momento del fallecimiento.

Bajo el título Competencia Judicial Internacional se engloban los supuestos de atribución de la jurisdicción a los distintos tribunales españoles para conocer de aquellos asuntos conflictivos donde se encuentra comprometido algún elemento extranjero, sea personal, territorial o institucional. El establecimiento de límites precisos a la jurisdicción de los distintos Estados encuentra su razonable fundamento en los (poderosos) argumentos siguientes: (i) la racionalización —constituiría un indeseable imperialismo jurisdiccional la atribución, a un Estado, de una jurisdicción ilimitada, indefinida, indeterminada o desproporcionada—; (ii) la coherencia interna e internacional —no parece razonable la interpretación y aplicación de nuestra legislación a supuestos íntegramente extranjeros, sin el menor nexo con España, más allá de suponer un fuerte inhibidor de integración, tráfico, comercio o relación internacional—; (iii) el respeto a la jurisdicción extranjera —la invasión irracional de una jurisdicción en otra comportaría, a buen seguro, un ataque frontal a los derechos fundamentales más elementales de sus nacionales—; (iv) y eficacia —en tanto en cuanto ninguna resolución adoptada sin la debida atribución jurisdiccional tendrá reconocimiento, valor ni fuerza ejecutiva alguna (atributos que deben presidir, con la debida proporcionalidad y reciprocidad, las relaciones judiciales internacionales), pudiendo quedar, tal en caso, inobservada por el Estado contrariado—.
La extensión y los límites de la jurisdicción española o, si se prefiere, la competencia judicial internacional de nuestros tribunales se encuentra regulada, de un lado: (i) en reglamentos europeos y convenios internacionales en los que España es parte; así como, de otro: (ii) en nuestra legislación interna (artículos 36 a 39 de la LEC y 22 a 22 nonies de la LOPJ), siendo prioritaria la normativa internacional y, en su defecto, la interna.
El Reglamento (UE) n.o 1215/2012, de 12 de diciembre, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil, conocido como Reglamento Bruselas I bis (en adelante, RB I bis), es el instrumento más relevante para fijar los criterios de distribución legal de la jurisdicción a los distintos Estados de la UE, en aplicación del artículo 81 del Tratado de Funcionamiento de la UE, donde se establece que «la Unión desarrollará una cooperación judicial en asuntos civiles con repercusión transfronteriza, basada en el principio de reconocimiento mutuo de las resoluciones judiciales y extrajudiciales. Esta cooperación podrá incluir la adopción de medidas de aproximación de las disposiciones legales y reglamentarias de los Estados miembros».
Los criterios de atribución de la competencia, fueros o, si se prefiere, foros regulados en el Reglamento Bruselas I bis son, esencialmente, cuatro: (i) los fueros legales imperativos o exclusivos; (ii) los fueros de sumisión voluntaria (expresa o tácita), a los que se conoce como «de prórroga de competencia» (por permitir un cambio de la competencia legalmente establecida, que quedará extinguida ante esa nueva, voluntaria y distinta elección preprocesal o procesal, según dicha modulación competencial haya sido adoptada antes del surgimiento del conflicto o al tiempo de canalizarse su resolución ante los tribunales); (iii) el fuero del domicilio del demandado; y, por último, los fueros específicos por razón de la materia. El orden de prioridad es exactamente el recién expresado, de suerte que serán preferentes los exclusivos, frente a los de sumisión (expresa o tácita); así como estos lo serán, a su vez, si bien ahora indistintamente, respecto a los del domicilio del demandado y los especiales.
Los fueros de competencia exclusiva (legales, imperativos o exclusivos) se encuentran en el artículo 24 del referido Reglamento Bruselas I bis y son, con total independencia del domicilio de las partes, los siguientes: numerus clausus:
	1)  En materia de derechos reales inmobiliarios y de contratos de arrendamiento de bienes inmuebles, los órganos jurisdiccionales del Estado miembro donde el inmueble se halle sito.
	2)  En materia de validez, nulidad o disolución de sociedades y personas jurídicas, así como en materia de validez de las decisiones de sus órganos, los órganos jurisdiccionales del Estado miembro en que la sociedad o persona jurídica esté domiciliada.
	3)  En materia de validez de las inscripciones en los registros públicos, los órganos jurisdiccionales del Estado miembro en que se encuentre el registro.
	4)  En materia de inscripciones o validez de patentes, marcas, diseños o dibujos y modelos y demás derechos análogos sometidos a depósito o registro, independientemente de que la cuestión se haya suscitado por vía de acción o por vía de excepción, los órganos jurisdiccionales del Estado en que se haya solicitado, efectuado o tenido por efectuado el depósito o registro en virtud de lo dispuesto en algún instrumento de la Unión o en algún convenio internacional.
	5)  En materia de ejecución de las resoluciones judiciales, los órganos jurisdiccionales del Estado miembro del lugar de ejecución.

En defecto de estos fueros legales imperativos, el RB I bis permite, como se ha anticipado, la sumisión expresa o tácita de los litigantes, en el entendimiento de que esta segunda opción voluntaria redunda en otorgar una mayor estabilidad, previsibilidad y seguridad, al tiempo que una mayor comodidad, racionalidad y economía, a las relaciones jurídicas, en su gran mayoría comerciales. Así, bajo el título «prórroga de competencia» y de nuevo con total independencia del domicilio de las partes, el artículo 25 del RB I bis establece, respecto de la sumisión expresa, que «si las partes, con independencia de su domicilio, han acordado que un órgano jurisdiccional o los órganos jurisdiccionales de un Estado miembro sean competentes para conocer de cualquier litigio que haya surgido o que pueda surgir con ocasión de una determinada relación jurídica, tal órgano jurisdiccional o tales órganos jurisdiccionales serán competentes, a menos que el acuerdo sea nulo de pleno derecho en cuanto a su validez material según el Derecho de dicho Estado miembro. Esta competencia será exclusiva, salvo pacto en contrario entre las partes. El acuerdo atributivo de competencia deberá celebrarse: a) por escrito o verbalmente con confirmación escrita; b) en una forma que se ajuste a los hábitos que las partes tengan establecido entre ellas, o c) en el comercio internacional, en una forma conforme a los usos que las partes conozcan o deban conocer y que, en dicho comercio, sean ampliamente conocidos y regularmente observados por las partes en los contratos del mismo tipo en el sector comercial considerado. 2. Se considerará hecha por escrito toda transmisión efectuada por medios electrónicos que proporcione un registro duradero del acuerdo».
En defecto de esta sumisión expresa, también cabrá la sumisión tácita, entendida (esta última) como la inferida de la libre actuación de las partes, que se estimará cumplida, para el demandante, por el mero hecho de la interposición de la demanda y, para el demandado, por su sola comparecencia cuando esta no se refiera, precisamente a la oposición o impugnación de la Jurisdicción elegida por el demandante. Así, el artículo 26 del RB I bis establece que «con independencia de los casos en los que su competencia resulte de otras disposiciones del presente Reglamento, será competente el órgano jurisdiccional de un Estado miembro ante el que comparezca el demandado. Esta regla no será de aplicación si la comparecencia tiene por objeto impugnar la competencia o si existe otra jurisdicción exclusivamente competente».
En defecto de los precedentes fueros —exclusivos y de sumisión expresa o tácita— el Reglamento establece, de modo alternativo, otros dos fueros: el domicilio del demandado —así, «las personas domiciliadas en un Estado miembro estarán sometidas, sea cual sea su nacionalidad, a los órganos jurisdiccionales de dicho Estado» (ex art. 4.1 RB I bis): fuero general que no solo beneficia al demandado, sino también la celeridad, economía, flexibilidad, eficiencia y eficacia del propio proceso— y los fueros especiales por razón de la materia, referidos a la posibilidad de demandar a una persona en un Estado miembro distinto a aquel en que estuviere domiciliada, entre los que cabe destacar los siguientes (ex arts. 7 a 23 RB I bis):
	1)  En materia contractual, ante el órgano jurisdiccional del lugar en el que se haya cumplido o deba cumplirse la obligación que sirva de base a la demanda.
	2)  En materia extracontractual, ante el órgano jurisdiccional del lugar donde se haya producido o pueda producirse el hecho dañoso.
	3)  Si se trata de acciones por daños y perjuicios, o de acciones de restitución fundamentadas en un acto que dé lugar a un proceso penal, ante el órgano jurisdiccional que conozca de dicho proceso, en la medida en que, de conformidad con su ley, dicho órgano jurisdiccional pueda conocer de la acción civil.

La falta de Jurisdicción de nuestros Tribunales puede ser apreciada de oficio, con audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal, tan pronto como sea advertida, o a instancia de la parte demandada mediante declinatoria.
La abstención del conocimiento o declaración de oficio de falta de Jurisdicción interna podrá ampararse en dos supuestos: 1º) Cuando la Jurisdicción corresponda a otro Estado por imposición de un fuero legal exclusivo y excluyente: «el órgano jurisdiccional de un Estado miembro que conozca a título principal de un litigio para el que los órganos jurisdiccionales de otro Estado miembro sean exclusivamente competentes se declarará de oficio incompetente» (ex art. 27 RB I bis) —y 2º) ante la incomparecencia del demandado en los supuestos en que procediere amparar la Jurisdicción, precisamente, en la sumisión tácita: «cuando una persona domiciliada en un Estado miembro sea demandada ante un órgano jurisdiccional de otro Estado miembro y no comparezca, dicho órgano jurisdiccional se declarará de oficio incompetente si su competencia no se fundamenta en lo dispuesto en el presente reglamento (ex art. 28.1 RB I bis)»—.
4.  Carácter supletorio de la Ley de Enjuiciamiento Civil
En defecto de disposiciones en las leyes que regulan los procesos penales, contencioso-administrativos, laborales y militares, serán de aplicación, a todos ellos, por así establecerlo el artículo 4 de la LEC, los preceptos de esta relevante Ley procesal civil.
La supletoriedad de la LEC es una garantía de acierto dogmático para todos esos supuestos en los que los trayectos procedimentales de un buen número de controversias quedan al descubierto de una previa, cierta y expresa regulación procesal ad hoc. La abierta posibilidad de volver siempre a la Ley de Enjuiciamiento Civil cuando los Códigos procesales de los distintos órdenes jurisdiccionales e incluso cuando los Códigos sustantivos (que regulan trayectos procedimentales) no dan respuesta a problemas concretos constituye mucho más que una «salida airosa» al grave problema del «vacío normativo». También por ello, la relevancia de esta obra.
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 1.  Las partes procesales
1.1.  El concepto de parte procesal
El conflicto jurídico, cuya solución se puede plantear ante los tribunales de justicia, representa el fundamento y la razón de ser de la actividad jurisdiccional, del ejercicio de la potestad que la CE (art. 117.3) atribuye en exclusiva a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado.
Pero la intervención jurisdiccional, para resolver el conflicto y proteger los derechos de los ciudadanos, exige como presupuesto ineludible la iniciativa de las partes (nemo iudex sine actore). De aquí que las partes sean, como el juez, inherentes a la estructura de todo proceso, que es actividad de tres sujetos (actus trium personarum); y del mismo modo que no se puede concebir una actuación jurisdiccional sin un juez, tampoco cabe representarla sin que existan las partes procesales.
En consecuencia, para que se pueda establecer válidamente una relación procesal, y se concluya una actuación jurisdiccional válida, han de figurar en el proceso unos sujetos que intervengan en esa condición, con independencia de que se les llegue a reconocer la titularidad de los derechos o intereses litigiosos en la resolución definitiva.
Es importante tener en cuenta que estamos partiendo de un concepto puramente procesal, y que la ley toma como partes a quienes se presentan como tales, aunque la decisión del proceso considere que, bien el actor o bien el demandado, no deberían haber intervenido porque son ajenos a la relación jurídica y carecen de legitimación. Aunque así fuera, esta circunstancia no invalida toda la actividad procesal que se ha desarrollado. En efecto, cuando el actor pide en el proceso un pronunciamiento judicial favorable sobre la relación o situación jurídica en conflicto (pide como vendedor que el demandado le pague el precio), si resulta ser la parte vendedora en la compraventa y el demandado la parte compradora, la sentencia resolverá definitivamente la cuestión litigiosa. Ahora bien, si se discute que el demandante sea el vendedor o que el demandado sea el comprador, y esta alegación prosperase, entonces la misma existencia de la compraventa, la entrega de la cosa o el pago del precio serán cuestiones que quedarán imprejuzgadas y se podrán plantear por o contra la parte que realmente intervino en el negocio jurídico material.
Así pues, debemos asumir que en un proceso la ley tutela a quien se dice titular de un derecho o interés legítimo, y le permite intervenir ante la autoridad judicial para defender su posición jurídica, con independencia del resultado final, es decir, de si efectivamente tiene o no el derecho que dice tener. Estas son las partes procesales, pilar imprescindible en la configuración de todo proceso.
Parte procesal es el dominus litis, quien asume la titularidad de las relaciones procesales, con las cargas y obligaciones, con las expectativas y las responsabilidades inherentes a su posición.
Por esta razón, quien no ocupa la posición de parte procesal tiene la consideración de tercero, y aunque su relación con el proceso concreto pueda ser de muy diferente naturaleza, incluso particularmente estrecha. Eso quiere decir que quien no es parte no puede actuar como tal por muchos vínculos jurídicos que tenga con el objeto litigioso y, al propio tiempo, tampoco puede verse afectado por las resultas del proceso.
1.2.  La identificación de las partes
La primera exigencia es la de identificar a las partes en el proceso civil, y esta tarea de identificación tanto del demandante como del demandado debe quedar establecida de forma clara desde el inicio del procedimiento, porque el proceso no puede desenvolverse entre entes abstractos o anónimos, sino entre sujetos de derecho, determinables y determinados, con mayor o menor precisión.
La correcta identificación de las partes adquiere una enorme importancia frente a simultáneos o sucesivos procesos, ya que el elemento subjetivo integra uno de los pilares que permite individualizarlo, distinguiéndolo de otros con los que pueda guardar similitud, y esto interesa sobre todo a los efectos de fijar los elementos definidores de un concreto proceso, la litispendencia y la cosa juzgada, de modo que se eviten reiteraciones o duplicidades.
El actor, que es quien inicia el proceso, tiene
	—  De una parte, solo se considera que existe un grupo de afectados cuando los sujetos que lo compongan estén claramente determinados e identificados o sean fácilmente determinables o identificables. Con ello se evitan las zonas de nebulosa que podrían conducir a un uso abusivo de la posibilidad de demandar.
	—  De otra parte, se garantiza la seriedad de la demanda, que esté respaldada por un colectivo real de consumidores perjudicados, exigiendo, dado que los componentes del grupo están identificados o son identificables, que la demanda esté avalada por la mayoría de los afectados, sin perjuicio de que el resto se incorpore en los momentos procesales designados al efecto (acumulación, intervención en la ejecución, por ejemplo).
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